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ASUNTO: 
Se pronuncia la Sala en torno al trámite incidental de desacato promovido por el representante judicial de la señora ALBA LUCÍA GONZÁLEZ SALAZAR en contra del MINISTERIO DE SALUD Y DE LA PROTECCIÓN SOCIAL y el PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL ISS PARISS.   
ANTECEDENTES: 

Mediante fallo de tutela proferido el 25 de octubre de 2017, esta Corporación resolvió tutelar el derecho fundamental de petición del cual es titular la señora Alba Lucía González Salazar, y en vista de ello, ordenó al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales PARISS que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de aquella decisión, procediera a expedir con destino al Ministerio de Salud y Protección Social el respectivo certificado de tiempo de servicios y formatos de salarios devengados por la accionante, tal como fueron solicitados por él mediante petición del 11 de mayo del año 2017. 
Así mismo, se ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social, que por intermedio del Grupo de Entidades Liquidadas, y en el término de 48 horas contadas a partir de la recepción del proyecto expedido por el PARISS, realizara la evaluación del proyecto para su respectiva aprobación, y ponerlo en conocimiento de la libelista. 
El 1º de noviembre de 2017 se recibió en el Despacho memorial suscrito por la accionante, por intermedio de su apoderado judicial, mediante el cual solicitó iniciar un incidente de desacato, toda vez que ninguna de las accionadas dio cumplimiento a las órdenes que se le impartieron en esa instancia dentro del fallo de tutela aludido. 

El 3 de noviembre de 2017 se allegó un oficio mediante el cual la entidad accionada pretendía poner en conocimiento del Despacho el cumplimiento a la aludida decisión, sin embargo, no adjuntó constancia de ello, por lo tanto, atendiendo las manifestaciones de la parte accionante, el 5 de diciembre se procedió a efectuar un requerimiento previo al Doctor Gerardo Bustos Bernal -Secretario General del Ministerio de Salud y Protección Social-, Doctor Carlos Arturo Gómez Agudelo -Coordinador del Grupo de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social, además al Doctor Gabriel Antonio Mantilla Díaz -Administrador y Vocero del Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS-, y la Doctora María Antonieta Vásquez Fajardo -Coordinadora Jurídica del Patrimonio Autónomo de Remanentes del ISS-, para que informaran las razones por las cuales no habían dado cumplimiento a lo dispuesto en la sentencia constitucional prealudida. 

Como respuesta al anterior requerimiento, el Apoderado General del PARISS hizo allegar escrito por medio del cual explicó las gestiones adelantadas por su despacho para el acatamiento del fallo de tutela en comento, asegurando que mediante oficio del 30 de octubre de 2017 expidió los certificados reclamados por el accionante mediante el derecho de petición que ante su ausencia de respuesta lo motivó a incoar tanto la solicitud de amparo constitucional como el presente incidente de desacato. 

CONSIDERACIONES: 
La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para decidir de fondo el presente incidente, de conformidad con el inciso 2º del artículo 52 del Decreto 2591 de 1991.

Le corresponde determinar a esta Corporación si alguna de las entidades accionadas ha incurrido en desacato del fallo que se adoptó por esta Sala para la protección del derecho fundamental de petición de la señora Alba Lucía González Salazar, y en caso afirmativo proceder a imponer la sanción a que hubiere lugar; o si al contrario, lo dicho por parte del Apoderado General del PARISS es suficiente para declarar que en la actualidad han desaparecido las causas que motivaron la interposición de la solicitud de amparo constitucional, así como el incidente de desacato que en esta oportunidad ocupa la atención de la Sala. 
A efecto de dirimir el problema materia de estudio, es necesario hacer alusión a las figuras jurídicas del desacato y la sanción, contempladas en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991, el cual establece un mecanismo disuasivo que impone al accionado, el deber de dar cumplimiento íntegro al fallo proferido por razón de la tutela, para que lo resuelto no se convierta en un albur, y en el evento de que la orden no sea atendida, el funcionario constitucional de conocimiento adopte las condignas sanciones contra el servidor público. Al respecto ha dicho la Honorable Corte Constitucional: 

“El cumplimiento de las órdenes judiciales representa uno de los aspectos centrales del Estado social de derecho porque es el pronunciamiento de la autoridad competente que por medio de la aplicación de la Constitución y la Ley define la situación jurídica en una controversia. Del cumplimiento de los fallos depende la confianza, el respeto, la convivencia pacífica y el legítimo uso de la autoridad en una sociedad democrática. Por ello, la reglamentación de la acción de tutela tiene previsto un procedimiento para cuando los fallos tomados en uso de esa acción ciudadana los jueces puedan hacer efectivas las órdenes dadas para proteger de manera efectiva y eficaz los derechos fundamentales de las personas. Si tales mecanismos no existieran, las órdenes de los jueces podrían quedar como un mero pronunciamiento inútil, huero e ineficaz… 

 …el juez encargado de hacer cumplir el fallo podrá (así lo indica el Decreto 2591/91, art.27) sancionar por desacato. Es pues una facultad optativa muy diferente al cumplimiento del fallo y que en ningún momento es supletoria de la competencia para la efectividad de la orden de tutela. Pueden, pues, coexistir al mismo tiempo el cumplimiento de la orden y el tramite del desacato, pero no se pueden confundir el uno (cumplimiento del fallo) con el otro (el trámite de desacato)" 
.
En lo correspondiente a los límites, deberes y facultades del juez de primera instancia en sede Constitucional, el cual está obligado a hacer cumplir la sentencia de tutela y sancionar su desobediencia, ha indicado el Órgano de Cierre Constitucional:

“En otras palabras, el objeto del incidente no es la imposición de la sanción en si misma, sino proteger el derecho fundamental vulnerado o amenazado. Así, la sanción es concebida como una de las formas a través de las cuales el juez puede lograr el cumplimiento de la sentencia de tutela cuando la persona obligada ha decidido no acatarla…”
“Respecto a los límites, deberes y facultades del juez de tutela que conoce del incidente de desacato y en virtud de lo que hasta ahora ha sido señalado, debe reiterarse que el ámbito de acción del juez está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente. Por lo tanto, es su deber verificar: (1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)
. 

“(…) 

“Al momento de evaluar si existió o no el desacato, el juez debe tener en cuenta circunstancias excepcionales de fuerza mayor, caso fortuito o imposibilidad absoluta jurídica o fáctica para cumplir, las cuales deben estar siempre avaladas por la buena fe de la persona obligada. En este sentido, conviene recordar que la Corte ya ha señalado que no se puede imponer una sanción por desacato: (i) cuando la orden impartida por el juez de tutela no ha sido precisa -porque no  se determinó quien debe cumplirla o su contenido es difuso-; (ii) cuando el obligado de buena fe quiere cumplir la orden pero no se le ha dado la oportunidad de hacerlo (…)”

El incidente de desacato es entonces el procedimiento ágil para hacer efectivos los derechos reconocidos y protegidos a través de la tutela, mediante la amenaza de una sanción en caso de renuencia del demandado a acatar la decisión, y su trámite debe respetar ante todo el derecho de defensa y la presunción de inocencia del incidentado. Igualmente debe demostrarse en dicho incidente la desobediencia de la persona al cumplimiento de la sentencia, sin presumirse la responsabilidad, de forma que se aniquile la presunción de inocencia que lo cobija.

Descendiendo al caso objeto de estudio, se tiene que en aras de garantizar la protección del derecho fundamental de petición de la señora Alba Lucía González Salazar, se le ordenó por parte de esta Corporación al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales PARISS que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de aquella decisión, procediera a expedir con destino al Ministerio de Salud y Protección Social el respectivo certificado de tiempo de servicios y formatos de salarios devengados por ella, tal como fueron solicitados mediante petición del 11 de mayo del año que transcurre. Así mismo, se ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social, que por intermedio del Grupo de Entidades Liquidadas, y en el término de 48 horas contadas a partir de la recepción del proyecto expedido por el PARISS, realizara la evaluación del proyecto para su respectiva aprobación, y ponerlo en conocimiento del libelista. 
La tutelante dio noticia a la Corporación del posible incumplimiento por parte de las accionadas a dicha sentencia de tutela, sin embargo, después de realizar el respectivo requerimiento a las entidades, se logró obtener información sobre la respuesta que posteriormente se le envió a la accionante, con la cual se le allegaron las certificaciones que reclamó en el derecho de petición incoado el 11 de mayo del año que avanza. 
Así las cosas, no podemos perder de vista que la finalidad del trámite incidental de desacato, no es otra que el de hacer cumplir la decisión adoptada en la acción constitucional, mas no desembocar ineludiblemente en una sanción, cuando quiera que aunque en forma tardía, se ha observado cumplimiento al mandamiento judicial. De esta manera, como con el actuar de las incidentadas se ha desdibujado la figura de la desobediencia, es de justicia abstenerse de imponer cualquier tipo de sanción, lo que apareja la orden de archivo definitivo de la actuación.
En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE:
DECLARAR que no se desacató el fallo de tutela proferido por esta Corporación el pasado 25 de octubre de 2017, por medio del cual se tuteló el derecho fundamental de petición de la señora ALBA LUCÍA GONZÁLEZ SALAZAR.
Notificada esta decisión, contra la cual no proceden recursos, se dispone el archivo definitivo del expediente.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� Sala Cuarta de Revisión, Sentencia T-190 de 14 de marzo de 2002, MP. Jaime Córdoba Trivño.


� Sala Séptima de Revisión, Sentencia T-763 de 7 de diciembre de 1998, MP. Alejandro Martínez Caballero.


� Sentencias T-553 de 2002 y T-368de 2005.


� Sentencias T-188 de 2002, T-368 de 2005.
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